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CONTRA EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL / EDUCACIÓN / CONVALIDACIÓN DE TÍTULO UNIVERSITARIO / HECHO SUPERADO / REVOCA / CONCEDE - De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que la petición realizada por parte del señor CJRM estaba encaminada a que el Ministerio de Educación Nacional le brindara información sobre tres asuntos puntuales: 1. Los criterios, requisitos y documentos aplicados a la convalidación de los Títulos de Especialista para los médicos colombianos que realizaron programas en el Instituto de Cardiología, de la Fundación Universitaria de Cardiología de Río Grande Del Sur, Porto Alegre, República Federativa de Brasil, entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de junio de 2014; 2. Los criterios y reglas aplicadas a la convalidación del título de especialista médico, con énfasis en la especialización de Radiología y Diagnóstico por Imágenes, de los médicos colombianos graduados de la Institución mencionada atrás, entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de junio de 2014; y 3. Las resoluciones y criterios que se tuvieron en cuenta para homologar los títulos de Especialista en Radiología y Diagnóstico por Imágenes de los médicos JCMP, JWLM y JRCG.
(…)
De acuerdo a lo anterior, y como quiera que la información solicitada por el señor Carlos Julián Rincón Manzano no se encuentra expresamente contemplada como reservada, es viable afirmar que de conformidad con lo establecido en el artículo 74  Superior, le asiste el derecho a obtener una respuesta de fondo acerca de lo pedido, especialmente porque como se dijo en párrafos anteriores, lo que con esa información pretende demostrar el accionante es que por parte de la entidad encartada está recibiendo un trato desigual, al exigírsele para la convalidación de su título la acreditación de unos requisitos que anteriormente no estaban contemplados, y que a algunos de sus colegas no se les exigió. 

Mírese además que la información que pide el accionante no hace referencia a factores íntimos de otras personas, sino que se refiere a una información general y pública que ponga en su conocimiento cuáles fueron los requisitos que se le exigieron a unas personas concretas para la convalidación de su título, sin que en momento alguno esté pidiendo que esa documentación personal evaluada por la entidad le sea entregada. 

En conclusión, la respuesta ofrecida por parte del Ministerio de Educación Nacional se observa parca, pues en momento alguno se le da claridad al accionante  acerca de los tópicos de los que solicitó información detallada, y bajo esas condiciones, es evidente que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante, pues como se dijo atrás,  esta Corporación considera que el señor CJRM tiene derecho a que se le brinde una respuesta que resulte congruente con su solicitud, y que se analice su caso concreto de forma minuciosa a efectos de clarificar si efectivamente se le están exigiendo requisitos que no estaban contemplados para la convalidación del título cursado por él en el extranjero en el momento en que culminó sus estudios. Por lo tanto, se habrá de revocar la decisión de primer nivel, para en su lugar conceder la solicitud de amparo invocada.
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor CARLOS JULIÁN RINCÓN MANZANO contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito, Itinerante, de Pereira el 21 de diciembre de 2017, mediante el cual declaró la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela instaurada por él en contra del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL.
ANTECEDENTES:
El señor Carlos Julián Rincón Manzano impetró acción de tutela en contra del Ministerio de Educación Nacional, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud, fueron sintetizados por el Juzgado de Conocimiento así: 

“Señala el accionante que presentó ante el Ministerio de Educación Nacional, Área de Convalidaciones, Sección de Educación Superior, un derecho de petición el pasado 21 de octubre, en que el pidió información sobre los criterios, requisitos y documentos solicitados por esa área, aplicados a la convalidación de los Títulos de Especialista Médico para los médicos colombianos que realizaron programas de especialidad médica en la Instituto de Cardiología, de la Fundación Universitaria de Cardiología de Río Grande Del Sur, Porto Alegre, República Federativa de Brasil, entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de junio de 2014.

Así mismo, solicitó información sobre los criterios y reglas aplicadas a la convalidación del título de especialista médico, con énfasis en la especialización de Radiología y Diagnóstico por Imágenes, de los médicos colombianos graduados del Instituto de Cardiología/Fundación Universitaria de Cardiología Río Grande Del Sur, Porto Alegre, República Federativa de Brasil, entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de junio de 2014.

El 14 de diciembre, el accionante presentó un escrito, en el cual informa que recibió respuesta del Ministerio de Educación Nacional, con relación a la presente acción de tutela. Señala el accionante, que aún no se ha protegido su derecho constitucional, pues en su respuesta el Ministerio notificó que las resoluciones y criterios de convalidación de los títulos de especialista de los médicos colegas y compañeros de formación, no se las pueden entregar ya que de hacerlo, se estaría violando el derecho fundamental a la intimidad de sus colegas.”
PRETENSIONES:

De acuerdo a lo expuesto, solicitó el señor Rincón Manzano que se tutele su derecho fundamental de petición, y acorde con ello, se ordene al Ministerio de Educación Nacional que dé respuesta inmediata y en todo su contenido a la solicitud instaurada por él desde el 21 de octubre de 2017. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Segundo Penal del Circuito, Itinerante, de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 7 de diciembre de 2017 y ordenó la notificación y traslado al Ministerio de Educación Nacional para que ejerciera su derecho de defensa y contradicción.

Más adelante, tras efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 21 de diciembre de 2017, abstenerse de decretar el amparo constitucional reclamado, dado que a criterio del fallador, en el presente asunto operó el fenómeno jurídico del hecho superado. 
IMPUGNACIÓN:

El 27 de diciembre de 2017 el señor Carlos Julián Rincón Manzano presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia. Disiente de los argumentos planteados por el Juez cognoscente en el sentido de que en su asunto hay actualmente un hecho superado, toda vez que si bien es cierto que recibió una respuesta por parte de la entidad accionada, la misma no guarda ninguna relación con lo pedido por él, pues lo que requirió de manera concreta es que le allegaran las resoluciones y los criterios que se tuvieron en cuenta para homologar los títulos de Especialista en Radiología y Diagnóstico por Imágenes de los médicos colombianos José Carlos Movilla Parodis, José Willington León Martínez y José Ramiro Cueter Guzmán. 

Expone que lo único que dijo al respecto la encartada era que esa información era privada, lo cual le parece una afirmación errada.   
Con base en los argumentos expuestos, reiteró la accionante las peticiones expuestas en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer grado estuvo acertada al considerar que en el presente asunto operó la figura jurídica del hecho superado, o le asiste razón al recurrente al afirmar que la respuesta brindada por parte de la entidad encartada no cumple con los parámetros que permiten asegurar la efectividad del derecho de petición. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
De igual forma, la Ley 1437 de 2011 estableció en su artículo 14 (sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015) los términos con que cuentan las entidades para resolver peticiones, así: 
“Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.” 

“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder”. 

“k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

Del caso concreto:

De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que la petición realizada por parte del señor Carlos Julián Rincón Manzano estaba encaminada a que el Ministerio de Educación Nacional le brindara información sobre tres asuntos puntuales: 1. Los criterios, requisitos y documentos aplicados a la convalidación de los Títulos de Especialista para los médicos colombianos que realizaron programas en el Instituto de Cardiología, de la Fundación Universitaria de Cardiología de Río Grande Del Sur, Porto Alegre, República Federativa de Brasil, entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de junio de 2014; 2. Los criterios y reglas aplicadas a la convalidación del título de especialista médico, con énfasis en la especialización de Radiología y Diagnóstico por Imágenes, de los médicos colombianos graduados de la Institución mencionada atrás, entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de junio de 2014; y 3. Las resoluciones y criterios que se tuvieron en cuenta para homologar los títulos de Especialista en Radiología y Diagnóstico por Imágenes de los médicos José Carlos Movilla Parodis, José Willington León Martínez y José Ramiro Cueter Guzmán.    
Al respecto, la entidad accionada informó durante el transcurso del trámite de primera instancia que ya había dado una respuesta mediante oficio del 13 de diciembre de 2017, del cual allegó copia, y fue tenido como base para la decisión de declarar la existencia de un hecho superado en el fallo impugnado.  

En ese sentido, debe mencionarse que una vez revisado tal memorial se observa que si bien con el mismo pretendía dar contestación a la aludida petición, a criterio de la Colegiatura éste resulta ambiguo pues simplemente se limita a indicar y transcribir cuáles son los requisitos que en la actualidad se exigen por parte de esa cartera ministerial para convalidar los títulos de educación superior obtenidos en el exterior, sin pronunciarse en momento alguno sobre los tres aspectos centrales que fueron planteados por el señor Rincón Manzano en su derecho de petición, los cuales están enfocados básicamente en conocer con certeza cuáles fueron los requisitos exigidos por el Ministerio de Educación Nacional entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de junio de 2014 para convalidar los títulos obtenidos en la misma institución educativa de la que él es egresado, información que al parecer requiere de manera precisa para demostrar que se le están exigiendo unos requisitos que no estaban previstos en el momento en que él cursó sus estudios académicos, lo que denotaría una violación a su derecho a la igualdad, porque al parecer, a ciertos médicos de los cuales expresamente solicitó su información académica, no se les exigió la acreditación de los documentos que hoy se le piden a él.   
Ahora, si bien el Ministerio de Educación se pronunció brevemente respecto de este tema en los últimos apartes de su respuesta, aludiendo que la información académica de los médicos José Carlos Movilla Parodis, José Willington León Martínez y José Ramiro Cueter Guzmán, tenía carácter de reservada, considera la Colegiatura que tal apreciación es errada, y para ello basta con acudir a los postulados de la Ley 1755 de 2015, la cual señala expresamente en su artículo 24 cuáles son los documentos que gozan de reserva: 

Artículo 24. Informaciones y documentos reservados. Solo tendrán carácter reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en especial:

1. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales.

2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas.

3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas en las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensionales y demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o privadas, así como la historia clínica.

4. Los relativos a las condiciones financieras de las operaciones de crédito público y tesorería que realice la nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los activos de la nación. Estos documentos e informaciones estarán sometidos a reserva por un término de seis (6) meses contados a partir de la realización de la respectiva operación.

5. Los datos referentes a la información financiera y comercial, en los términos de la Ley Estatutaria 1266 de 2008.

6. Los protegidos por el secreto comercial o industrial, así como los planes estratégicos de las empresas públicas de servicios públicos.

7. Los amparados por el secreto profesional.

8. Los datos genéticos humanos.

Parágrafo. Para efecto de la solicitud de información de carácter reservado, enunciada en los numerales 3, 5, 6 y 7 solo podrá ser solicitada por el titular de la información, por sus apoderados o por personas autorizadas con facultad expresa para acceder a esa información.    

De acuerdo a lo anterior, y como quiera que la información solicitada por el señor Carlos Julián Rincón Manzano no se encuentra expresamente contemplada como reservada, es viable afirmar que de conformidad con lo establecido en el artículo 74
 Superior, le asiste el derecho a obtener una respuesta de fondo acerca de lo pedido, especialmente porque como se dijo en párrafos anteriores, lo que con esa información pretende demostrar el accionante es que por parte de la entidad encartada está recibiendo un trato desigual, al exigírsele para la convalidación de su título la acreditación de unos requisitos que anteriormente no estaban contemplados, y que a algunos de sus colegas no se les exigió. 
Mírese además que la información que pide el accionante no hace referencia a factores íntimos de otras personas, sino que se refiere a una información general y pública que ponga en su conocimiento cuáles fueron los requisitos que se le exigieron a unas personas concretas para la convalidación de su título, sin que en momento alguno esté pidiendo que esa documentación personal evaluada por la entidad le sea entregada. 
En conclusión, la respuesta ofrecida por parte del Ministerio de Educación Nacional se observa parca, pues en momento alguno se le da claridad al accionante  acerca de los tópicos de los que solicitó información detallada, y bajo esas condiciones, es evidente que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante, pues como se dijo atrás,  esta Corporación considera que el señor Carlos Julián Rincón Manzano tiene derecho a que se le brinde una respuesta que resulte congruente con su solicitud, y que se analice su caso concreto de forma minuciosa a efectos de clarificar si efectivamente se le están exigiendo requisitos que no estaban contemplados para la convalidación del título cursado por él en el extranjero en el momento en que culminó sus estudios. Por lo tanto, se habrá de revocar la decisión de primer nivel, para en su lugar conceder la solicitud de amparo invocada. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley, 

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira el 18 de agosto de 2017.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor CARLOS JULIÁN RINCÓN MANZANO. 

TERCERO: ORDENAR AL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL que dentro de las 72 horas hábiles, contadas a la notificación de la presente decisión, proceda a resolver de fondo, de manera concreta y detallada el derecho de petición presentado por el señor Rincón Manzano en esa entidad desde el 21 de octubre de 2017.  
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-377 de 2000.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-249 de 2001.


� “Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley.”
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